
ACTA NM? 89

Lugar, fecha y hora de inicio: En la ciudad de Concepción, a los veintiséis días

del mes de agosto de 2011, siendo horas 10,00, en el Salón de usos múltiples del

Centro Judicial Concepción, sito en calle España 1438, fijada como sede ad hoc

para esta reunión, abre su octogésima novena el Consejo Asesor de la

Magistratura bajo la Presidencia del Dr. Antonio Gandur.

Asistentes:

1) Antonio Gandur (miembro titular representante de la Corte

Suprema)

2) Regino Amado (titular por la mayoría Legisladores)

3) Ramón Graneros (suplente por la mayoría Legisladores)

4) Mirtha Ibáñez de Córdoba (titular por los magistrados de

Concepción)

5) Edgardo Leonardo Sánchez (suplente por los magistrados de

Concepción)

6) Marcelo Fajre (suplente por los abogados matriculados Capital)

7) Jorge Cinto (titular por los abogados matriculados Concepción)

8) Carlos Sergio Correa (suplente por los abogados matriculados de

Concepción)

Ausentes con aviso:

Claudia Beatriz Sbdar (miembro suplente representante de la Corte

Suprema), quien se encuentra con compromisos derivados del ejercicio de su

cargo.

Roberto Palina (suplente por la minoría de los legisladores), quien

manifestó su imposibilidad de asistir por razones oficiales.

Carolina Vargas Aignasse (titular por la mayoría Legisladores), quien

solicitó sea excusada por compromisos oficiales asumidos previamente.
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Eudoro Albo (titular representante de los magistrados por Capital).

ausente por desempeñarse como Jurado en concursos sustanciados por la

Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Adriana Najar de Morghenstein (suplente por la mayoría Legisladores),

quien comunicó previamente su inasistencia por motivos vinculados con su

cargo como miembro de la H. Legislatura.

Esteban Jerez (titular por la minoría del estamento de los legisladores),

quien manifestó su imposibilidad de estar presente por motivos oficiales.

Augusto Ávila (suplente representante de los magistrados por Capital),
ausente por obligaciones del ejercicio de su cargo como magistrado.

Antonio Bustamante (titular por el estamento abogados matriculados por

Capital), quien tenía eventos vinculados con su rol de delegado de la Escuela

Judicial del Consejo de la Magistratura de la Nación.

Se hace constar que en la presente sesión se toma versión taquigráfica, de las

manifestaciones vertidas por los miembros del Consejo, por parte del Cuerpo de

Taquígrafos de la H. Legislatura de Tucumán. En caso de que un Consejero lo

requiera expresamente se dejará constancia en el acta de la manifestación en

cuestión.

ORDEN DEL DÍA:

El Dr. Gandur dio lectura del orden del día para la presente sesión.

De acuerdo a lo dispuesto en los arts. 7, 13 inciso d) y concordantes del

Reglamento Interno del Consejo Asesor de la Magistratura, el orden del día para

la sesión Nro. 88 a desarrollarse el día 26/8/2011, a las 10:00 hs., y que fuera

remitido anteriormente a los señores Consejeros por correo electrónico es el

siguiente:

1) Se somete a consideración el Acta Nro. 88 de la sesión ordinaria anterior.

2) Etapa de entrevistas en el concurso Nro. 32 para cubrir un cargo vacante

de Juez de Primera Instancia en lo Civil en Documentos y Locaciones de

la 1? Nominación del Centro Judicial Concepción.

Postulantes a entrevistar: |

e DÍAZ CRITELLI, ADRIAN MARCELO RAUL

+ BARQUET, MARÍA TERESA

e MOCKUS, IVANA JACQUELINE ELIZABETH

+ FAJRE, MYRIAM GISELA FÁTIMA
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+ SANTANA ALVARADO, ROBERTO RAMÓN

+ GARCÍA ZAVALÍA, RAFAEL ALFREDO

+ BARRIONUEVO, MARÍA AMALIA

+ MENÉNDEZ, MARÍA CECILIA

DESARROLLO DE LA SESIÓN:

L.-

Se somete a consideración el Acta Nro. 88 de la sesión ordinaria anterior.

El doctor Gandur tomó la palabra y puso a consideración de los señores

Consejeros el acta de la sesión anterior ya había sido puesta a conocimiento de los

Sres. Consejeros vía correo electrónico. Sometida a consideración, el acta fue

aprobada.

T.-

Etapa de entrevistas en el concurso Nro. 32 para cubrir un cargo vacante de

Juez de Primera Instancia en lo Civil en Documentos y Locaciones de la I”

Nominación del Centro Judicial Concepción.

A continuación se comenzó con el tratamiento del siguiente punto del orden del

día, consistente en la realización de las entrevistas personales en el marco del

concurso para la cobertura de un (1) cargo vacante de Juez de primera Instancia en

lo Civil en Documentos y Locaciones de la 1” Nominación del Centro Judicial

Concepción, en cumplimiento de los arts. 12 y 13 de la Ley 8.197 y art. 44 del

Reglamento Interno.

El Presidente comunicó a los señores Consejeros que los postulantes en

condiciones de tomar parte de la entrevista se encontraban presentes y que si así lo

entendían conveniente los señores Consejeros se comenzaría con la audiencia en

el orden de mérito provisorio aprobado, conforme al siguiente detalle:

Aspirante Puntaje

1. DÍAZ CRITELLI, ADRIÁN MARCELO RAÚL 69,00

2. BARQUET, MARÍA TERESA 63,00

3. MOCKUS, IVANA JACQUELINE ELIZABETH 63,00

. 4, FAJRE, MYRIAM GISELA FÁTIMA 63,00

5. SANTANA ALVARADO, ROBERTO RAMÓN 61,00

6. GARCÍA ZAVALÍA, RAFAEL ALFREDO 58,00

7. BARRIONUEVO, MARÍA AMALIA 57,50

8. MENÉNDEZ, MARÍA CECILIA 56,50
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Por Secretaría se invitó al Dr. Adrián Marcelo Raúl Díaz Critelli a presentarse

ante el cuerpo para dar comienzo con la entrevista de conformidad con la

normativa vigente.

Tomó la palabra el Dr. Gandur, quien luego de dar la bienvenida al postulante

explicó el procedimiento a seguir.

En primer término hizo uso de la palabra la Sra. Consejera Dra. Mirtha Ibáñez de

Córdoba, quien inquirió al participante respecto de la subasta judicial,

consultándole en la hipótesis que fuese designado como juez cuándo entendería

logrado el perfeccionamiento de la venta a través de la subasta para lograr la

oponibilidad del acto respecto de las partes y de terceros y hasta donde

consideraba que debía intervenir controlando el proceso.

El entrevistado señaló que el trámite de la subasta estaba previsto detalladamente

en el código de rito y que realizada el acta labrada por el secretario quedaba firme

y que partir de allí tenía que completarse el precio por el adquirente y que una vez

efectuado el pago concluiría el procedimiento de la subasta, salvo que existiera

algún planteo de nulidad por algún vicio manifiesto que provocara retrotraer el

proceso. Ante una aclaración de la Dra. Ibáñez referente a la necesidad de

registración del acto, afirmó citando a los arts, 2505 y 1184 que la operación se

perfeccionaba con el título y el modo y que en el caso de la subasta judicial, debía

tenerse en cuenta la publicidad posesoria y observarse para que fuese oponible a

un tercero el derecho que éste invocaba. Afirmó que se aplicaría por extensión el

art. 1185 y que la publicidad posesoria sería muy importante, citando la postura

del Dr. Wayar. Concluyó que en el caso de ser juez, ante un tercero con boleto y

con posesión no le sería oponible la venta. Destacó, frente a una nueva

manifestación de la consejera, que ordenaría la inscripción en el supuesto que

fuese pedida por el adquirente.

El Dr. Jorge Cinto hizo mención al art. 71 inc. 3 a la competencia del cargo

concursado, pidiendo exprese cuáles eran los casos de daños y perjuicios que

fuesen de competencia del fuero; en segundo lugar si consideraba que al ser el

fuero competente en los juicios de daños y perjuicios, si el valor vida era

intrínsecamente valorable con independencia de otros rubros que pudiese solicitar

el damnificado.

- Respondió el entrevistado que el fuero era competente en supuestos de reclamos

de daños y perjuicios derivados de la locación y en los casos de mala praxis.

Consideró que el valor vida era indemnizable no per se sino en la medida en que

la muerte había provocado un menoscabo a ciertos terceros, sea bajo la forma de

pérdida de chance o daño moral. Puso ejemplos de la pérdida de chance en los

supuestos de muerte de un menor de edad.

El Dr. Sánchez pidió al concursante que exprese de qué manera aplicaría en la

praxis judicial las reglas de Brasilia respecto del acceso a la justicia de personas

con vulnerabilidad. |

C ly

Ú í



El Dr. Díaz Critelli manifestó que existían muchas corrientes que pretendían dar

soluciones al sistema judicial, también señaló que éste no era el único sistema de

resolución de conflictos. Asimismo destacó que no era suficiente con el

reconocimiento de los derechos sino que era importante contar con los medios

para implementarlas. En el caso concreto, reconoció que no conocia

profundamente tales reglas pero que existian otros medios, tales como la justicia

de menor cuantía, el proceso monitorio, la justicia vecinal o barrial, la justicia

gratuita, la existencia de defensores oficiales especializados en ciertas materias,

entre otros mecanismos procesales para dar solución a ese grupo de personas; en

cuanto a la gestión judicial, destacó que todos los justiciables debían ser tratados

con igualdad y que en ciertos casos -ancianidad, problemas de salud- era necesario

darles prioridad a algunas causas. Manifestó que sería deseable que ello viniera

acompañado por una reforma legislativa pero afirmó que existían principios

procesales como la celeridad que debían aplicarse. Ante una nueva pregunta del

Dr. Sánchez respecto de la posibilidad de evitar ciertos trámites burocráticos,

respondió que en primer lugar tendría que hacerse un inventario del juzgado,

dando datos respecto del estado de situación de la vacante concursada y

destacando que en la actualidad a pesar de la ausencia de juez funcionaba de

manera correcta y no presentaba un atraso considerable en el dictado de decretos

de mero trámite, pero que sí se relegaba un poco el dictado de sentencias de

fondo. Continuó afirmando que luego de ello debía observarse el desempeño y las

tareas que desarrollaba cada empleado, confeccionando un instructivo de trabajo y

consensuando con los otros juzgados los criterios de actuación en la praxis. Hizo

énfasis en la importancia del equipo de trabajo y que los cambios debían

procurarse de manera gradual. Concluyó que existía mucho trabajo por hacer,

proponiendo que las partes interesadas confeccionaran las cédulas, oficios y

mandamientos. En cuanto al tema edilicio, afirmó que el mostrador era la imagen

del juzgado y que actualmente el nuevo lugar donde funcionaba no era adecuado

para la tarea, no contaba con internet ni tampoco estaba conectado on line con el

resto del Poder Judicial, y que era muy importante contar con gente capacitada

para la atención de los profesionales.

El Leg. Amado preguntó sobre las motivaciones que tuvo para concursar este

cargo, a lo que el postulante respondió que contaba con 17 años de ejercicio de la

profesión exclusivamente y que le interesaba particularmente el estudio del

derecho, el análisis del planteo jurídico y de la búsqueda de la solución. Destacó

que su interés era hacer bien las cosas. Diferenció la tarea del abogado de la del

juez, quien debía analizar las posturas de las partes y luego encontrar la norma

aplicable, y buscar una solución hipotética en función de la justicia del caso

concreto, también analizando si esa solución superaba un análisis de no

contradicción con otras normas vigentes.

El Dr. Gandur pidió su opinión sobre los supuestos de planteo de excepción -en el

marco de un juicio ejecutivo- de inhabilidad de título fundada en la

inconstitucionalidad de alguna norma

El aspirante señaló que la declaración de inconstitucionalidad era la última ratio y

que la excepción de inhabilidad de título debía ser analizada en un marco estricto,



legalista y limitada a las causales de excepción previstas. Afirmó que si en el caso

supuesto de observar en forma manifiesta un caso de inconstitucionalidad. tendria

que declararla de oficio.

No habiendo más preguntas, se agradeció por Presidencia la presencia del

postulante, quien se retiró de la sala.

A continuación se invitó a la siguiente concursante en el orden de mérito

provisorio, Dra. María Teresa Barquet a ingresar a la sala. Luego de dársele la

bienvenida y de explicarle la modalidad de la entrevista por parte del Presidente,

los señores Consejeros comenzaron a efectuarle distintas preguntas.

Tomó la palabra la señora Consejera Dra. Mirtha Ibáñez quien preguntó respecto

de la subasta judicial, consultándole en la hipótesis que fuese designada como juez

cuándo entendería logrado el perfeccionamiento de la venta a través de la subasta

para lograr la oponibilidad del acto respecto de las partes y de terceros y hasta

donde consideraba que debía intervenir controlando el proceso.

La concursante señaló que debía considerarse especialmente la situación de los

terceros que planteaban supuestos de tercerías. En el caso de subasta, existiendo

una seña, si se presentaba un tercero debía considerarse su posición para

suspender la subasta siempre que el tercero cumpliese con los recaudos

procesales, tales como el título de domino perfecto y el depósito del valor previsto

en la norma; para el caso del tercerista de mejor derechos, afirmó que se podía

efectuar la subasta siempre que se efectúe el depositó. En el supuesto que la venta

por subasta ya se hubiese efectuado, manifestó que ordenaría la inscripción en el

registro si el monto estuviese pagado en su totalidad por parte del tercero

adquirente.

El Dr. Jorge Cinto hizo mención al art. 71 inc. 3 a la competencia del cargo

concursado, pidiendo exprese cuáles eran los casos de daños y perjuicios que

fuesen de competencia del fuero; en segundo lugar si consideraba que al ser el

fuero competente en los juicios de daños y perjuicios, si el valor vida era

intrínsecamente valorable con independencia de otros rubros que pudiese solicitar

el damnificado.

La entrevistada señaló que algunos supuestos a pesar de tratarse de un contrato

locativo del cual resultaban daños y perjuicios, no eran de competencia del fuero

por razón del sujeto prestador (poniendo como ejemplo los entes públicos); que

tampoco era competente el fuero cuando se hubiese producido la muerte y los

actores reclamasen por derecho propio. En cuanto a la segunda pregunta, afirmó

que la vida no tenía una cuantificación económica y que lo que en realidad ante la

muerte de una persona se indemnizaba la situación de la persona fallecida y de sus

legitimados, en cuanto a la medida en que la muerte incidía en la situación de

estos últimos. Señaló que existían diferentes sistemas para realizar esta

cuantificación, detallando brevemente sus ventajas y desventajas. Concluyó que el

procedimiento para establecer la cuantía más adecuado era el que tenía pautas



objetivas para el caso concreto, tales como la edad. el nivel de ingresos. las rentas

probables, la cantidad de personas a cargo del fallecido. entre otros criterios. pero

sin que el resarcimiento signifique un enriquecimiento para los damnificados.

El Dr. Sánchez pidió que exponga su opinión sobre el criterio dela Corte Suprema
respecto del límite temporal para que el deudor pudiera pedir el sobreseimiento

del juicio, criterio distinto de la cámara

La concursante afirmo que el límite temporal era anterior al momento en que el

adquirente hubiere depositado el monto total de la subasta. Frente a una nueva

pregunta del Dr. Sánchez expresó que debía esperarse a que estuviera vencido el

plazo y que el deudor debía esperar a ello, no obstante no ser ese el criterio de la

Corte Suprema de la provincia. Respecto de las pautas de humanización del

proceso a que hizo referencia el consejero, reconoció que compartía tal criterio y

que debía adoptarse tal postura en el caso particular en concreto.

El Dr. Gandur tomó la palabra para destacar que una cuestión muy común era la

usurpación de bienes. Frente a un amparo a la tenencia, pidió que exprese qué

medidas adoptaría.

La Dra. Barquet reconoció que el tema le interesaba, distinguiendo los casos que

eran de competencia del fuero concursado y los que eran tramitados por el juez de

paz. Respecto del primer caso, explicó brevemente el procedimiento que preveía

el Código procesal. Concluyó que debía efectuarse un análisis exhaustivo del

pretenso amparista y de los antecedentes de dominio, realizar todas las medidas

previstas -como el croquis- y analizar si se configuraban todos los recaudos

legales, afirmando que ante una mínima duda no otorgaría el amparo.

Finalizada la entrevista, se agradeció por Presidencia la presencia de la postulante,

quien se retiró de la sala.

Seguidamente se invitó a la Dra. Ivana Jacqueline Elizabeth Mockus, siguiente

concursante en el orden de mérito provisorio, a ingresar a la sala. Luego de

dársele la bienvenida y de explicar la modalidad de la entrevista, los señores

Consejeros comenzaron a efectuarle distintas preguntas.

Tomó la palabra la señora Consejera Dra. Mirtha Ibáñez quien preguntó respecto

de la subasta judicial, consultándole en la hipótesis que fuese designada como juez

cuándo entendería logrado el perfeccionamiento de la venta a través de la subasta

para lograr la oponibilidad del acto respecto de las partes y de terceros y hasta

donde consideraba que debía intervenir controlando el proceso.

La postulante respondió que dictado el auto de remate de un inmueble, la

intervención del juez debía estar dirigida a poner en posesión al adquirente y

ordenar la inscripción del inmueble.

El Dr. Jorge Cinto hizo mención al art. 71 inc. 3 a la competencia del cargo

concursado, pidiendo exprese cuáles eran los casos de daños y perjuicios que
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fuero competente en los juicios de daños y perjuicios. si el valor vida era

intrínsecamente valorable con independencia de otros rubros que pudiese solicitar

el damnificado.

fuesen de competencia del fuero; en segundo lugar si consideraba que al ser 2”

La Dra. Mockus afirmó que la competencia del fuero alcanzaba, de acuerdo a la

prescripción legal, a todos los reclamos de daños y perjuicios que estén basados

en un vínculo contractual, dando ejemplos de ciertos supuestos. En cuanto al valor

vida, señaló que el bien estaba fuera del comercio y no tenía un valor económico

intrínseco y que su valor estaba dado en cuanto su supresión repercutía en la vida

de las personas damnificadas. Para ponderar su valor, señaló que el juez debía

tener en cuenta factores objetivos que debían ser acreditados en el expediente,

tales como el sexo, la edad, el estado físico, el grupo familiar, el nivel de ingresos;

que también debían analizarse ciertos factores respecto de los damnificados.

Frente a una aclaración del Consejero Cinto respecto de la postura contraria que

algunos autores sostenían, declaró que el juez debía darle un valor para conformar

el impacto que el deceso del ser querido había producido.

El Dr. Sánchez hizo referencia a la habilidad del título de deuda de cuenta

corriente para reclamar saldo por tarjeta corriente, mencionando un fallo de la

Corte Suprema de la Provincia, pidiendo su opinión respecto dela interpretación

que formula el tribunal.

La aspirante señaló que el título era inhábil si se incluían saldos deudores de

tarjeta de crédito a través del reclamo de saldo de cuenta corriente, y que la ley

especial de tarjetas de crédito era de orden público y establecía los requisitos para

reclamar su deuda, supuestos que no podían obviarse ni violarse.

El Leg. Amado pidió que exponga las motivaciones para aspirar al cargo

concursado y qué mejoras podía introducir en caso de ser designada.

El más alto honor que podía aspirar un abogado, destacando que la mayor parte de

su actividad profesional se desarrollaba en el fuero concursado. Manifestó que la

formación que había adquirido a través de su experiencia podía ser valiosa para

volcar del otro lado del mostrador. Destacó que sentía que acceder al cargo de

Juez sería un honor para su persona y que había decidido concursar considerando

la seriedad y transparencia de los procesos de selección que llevaba a cabo el

Consejo. En cuanto a las medidas a adoptar, señaló que encararía la tarea tanto

desde el punto de vista organizacional como el aspecto mobiliario. Dio datos

respecto del estado actual del fuero concursado, mencionado el reciente traslado

de los juzgados y de los problemas que se suscitaban. Señaló que comenzaría

fijando un plan de trabajo, que el juez debía trabajar en equipo y que debía

determinárse cuáles eran las causas urgentes para resolverlas prioritariamente,

pero sin descuidar las restantes. Propuso convocar que el personal trabajase en un

primer momento en horario vespertino hasta lograr poner al día la tarea. También

señaló que debía analizar la modalidad de trabajo y la conveniencia de efectuar

una redistribución de la tarea y de especializar a cada uno de los empleados, con

especial capacitación en el área informática. Igualmente destacó como necesario

capacitar a los jueces de paz y aunar criterios con los restantes jueces del mismo
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fuero. De igual manera señaló que adoptaría el procedimiento de mediación para

causas ya en trámite para agilizar la respuesta a dar al justiciable.

El Dr. Correa inquirió cómo actuaria frente a los amparaos a la simple tenencia
que llegan de los juzgados de paz.

La aspirante dio detalles del procedimiento, señalando que debía analizarse

rigurosamente el expediente y controlando estrictamente si el juzgado de paz

había dado cumplimiento con todos los recaudos legales previstos en la ley 4815,

poniendo como ejemplo el control a efectuar sobre las declaraciones testimoniales

y sobre la notificación de la inspección ocular a la contraparte para dar mayores

garantías al procedimiento. Frente a una aclaración del Dr. Gandur sobre los

riesgos de la notificación a que hizo referencia, afirmó que en muchas situaciones

se observaban abusos en los amparos y la contraparte recién tomaba conocimiento

al final del proceso. Concluyó que luego de ello, al ser el procedimiento en

consulta, el juez de documentos podía confirmar o revocar la medida adoptada por

el juez de paz, o mandar a enmendar la resolución en algunos supuestos sin afectar

la resolución del amparo.

El Dr. Gandur pidió su opinión respecto de la existencia de legitimación de un

poseedor titular con boleto de compraventa para demandar un desalojo contra un

intruso, respondiendo la aspirante que en primer lugar debía acreditarse el título y
el modo y que sí tenía legitimación para plantear la demanda.

Una vez finalizada la entrevista, se agradeció por Presidencia la presencia de la

concursante, quien se retiró de la sala.

Se invitó a la Dra. Myriam Gisela Fátima, siguiente concursante en el orden de

mérito provisorio, a ingresar a la sala. Luego de dársele la bienvenida y de

explicar la modalidad de la entrevista por parte de la Presidencia, los señores

Consejeros comenzaron a efectuarle distintas preguntas.

La señora Consejera Dra. Mirtha Ibáñez quien preguntó respecto de la subasta

judicial, consultándole en la hipótesis que fuese designada como juez cuándo

entendería logrado el perfeccionamiento de la venta a través de la subasta para

lograr la oponibilidad del acto respecto de las partes y de terceros y hasta donde

consideraba que debía intervenir controlando el proceso.

La postulante respondió que el proceso de remate, transcurridos los plazos de

impugnación, quedaba concluido una vez que había quedado firme y señaló que la

oponibilidad erga omnes ocurría una vez efectuada la publicidad registral

El Dr. Jorge Cinto hizo mención al art. 71 inc. 3 a la competencia del cargo

concursado, pidiendo exprese cuáles eran los casos de daños y perjuicios que

fuesen de competencia del fuero: en segundo lugar si consideraba que al ser el

fuero competente en los juicios de daños y perjuicios, si el valor vida era

intrínsecamente valorable con independencia de otros rubros materiales que

pudiese solicitar el damnificado. o |
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La aspirante afirmó que el cumplimiento de los contratos y los daños y perjuicios

estaban excluidos de la competencia, con la excepción de los daños derivados de

las locaciones y desalojos. En lo relativo a la segunda parte del interrogante.

manifestó que coincidía con la mayoría de la doctrina que reconocía el valor vida

per se, la pérdida de chance y el daño moral.

El Dr. Sánchez pidió exprese su actual situación profesional. La entrevistada

afirmó que se desempeñó como profesional independiente y que actualmente
formaba parte del centro judicial de mediación.

Seguidamente el consejero preguntó cómo aplicaría en la praxis judicial las reglas
de Brasilia respecto del acceso a la justicia de personas con vulnerabilidad.

La Dra. Fajre dijo que haría uso de las facultades que otorgaba el código procesal,

enunciando los artículos legales; destacó que en cuanto director del proceso el

juez podía citar a avenimiento a las partes o convocar a audiencias para proteger a

las personas vulnerables y evitar un dispendio jurisdiccional. También señaló que
instrumentaría el juzgado para garantizar que todo el proceso se llevase a cabo en

tiempo y forma.

El Dr, Gandur pidió exprese su postura respecto del valor probatorio de la historia
clínica en los casos de mala praxis médica.

La concursante señaló que era un elemento probatorio fundamental y que debía

ser analizada conjuntamente con el resto de los elementos probatorios. Afirmó que

debía distinguirse cómo se había obtenido esa historia clínica, y en qué momento,

para luego realizar un análisis exhaustivo para determinar si se trataba de un

documento auténtico o no. Destacó que debían analizarse también todos los

hechos relatados por las partes, de manera conjunta con los restantes elementos

probatorios y también prestar atención a los informes periciales. Frente a una

nueva pregunta respecto del deber de conservar la historia clínica durante diez

años, respondió que no le parecía excesivo tal plazo considerando que estaban en

juego los derechos a la salud de las personas.

El Dr. Correa inquirió cómo actuaría frente a los amparaos a la simple tenencia

que llegan de los juzgados de paz.

Manifestó la entrevista que actuaría siempre respetando el procedimiento legal y

que el juez de documentos, al ser el caso sometido a consulta, debía limitarse a

rechazar o confirmar la medida.

Una vez finalizada la entrevista, se agradeció por Presidencia la presencia de la

concursante, quien se retiró de la sala.

Luego de ello, hizo su ingreso en la sala el Dr. Roberto Ramón Santana

Alvarado. Luego de dársele la bienvenida y de explicar la modalidad de la

entrevista por parte de la Presidencia, los señores Consejeros comenzaron a

efectuarle distintas preguntas. f |

|
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La señora Consejera Dra. Mirtha Ibáñez quien preguntó respecto de la subasta

judicial, consultándole en la hipótesis que fuese designado como juez cuándo

entendería logrado el perfeccionamiento de la venta a través de la subasta para

lograr la oponibilidad del acto respecto de las partes y de terceros y hasta donde

consideraba que debía intervenir controlando el proceso.

El concursante señaló que la subasta judicial era una venta forzada y que como tal

debía cumplir los recaudos propios de la compraventa; dijo que una vez realizado

el remate y habiendo quedado firme el auto de subasta, era necesaria la

inscripción del acto en el registro inmobiliario para que adquiriese efectos erga

omnes.

El Dr. Cinto requirió que exponga su opinión sobre el desalojo anticipado, que

requisitos debían cumplirse para su otorgamiento y que debía entenderse cuando

la ley exigía que se hubiera trabado la litis.

El concursante respondió que se trataba de un instituto nuevo que se refería a la

posibilidad de los titulares de un inmueble pudieran solicitar el desalojo

anticipado ofreciendo como caución el propio inmueble. Afirmó que la litis

quedaba trabada luego de que se hubiera corrido traslado al demandado y

contestada ésta; pero no si hubiese opuesto excepciones sin haber contestado

demanda, ya que en tal caso debía estarse a los términos de la pretensión y esperar

que venciese el plazo para contestar la demanda.

El Presidente solicitó al entrevistado que exprese cuáles eran a su juicio los

requisitos para habilitar la vía ejecutiva contra un deudor de tarjeta de crédito.

El entrevistado señaló que tales requisitos estaban previstos en la legislación

especial y que la preparación de la vía ejecutiva debía hacerse para que el deudor

reconociese el contrato y el resumen del saldo de la tarjeta.

Una vez finalizada la entrevista, se agradeció por Presidencia la presencia del

concursante, quien se retiró de la sala.

A continuación, hizo su ingreso en la sala el Dr. Rafael Alfredo García Zavalía.

Luego de dársele la bienvenida y de explicar la modalidad de la entrevista por

parte de la Presidencia, los señores Consejeros comenzaron a efectuarle distintas

preguntas.

La señora Consejera Dra. Mirtha Ibáñez quien preguntó respecto de la subasta

judicial, consultándole en la hipótesis que fuese designado como juez cuándo

entendería logrado el perfeccionamiento de la venta a través de la subasta para

lograr la oponibilidad del acto respecto de las partes y de terceros y hasta donde

consideraba que debía intervenir controlando el proceso.

El concursante afirmó que la venta se perfeccionaba con la aprobación de la

subasta por el juez, no obstante señalar que eventualmente pudiera decretarse la

nulidad en caso de fallas sustanciales que se hubieran producido durante la

na
' V |

L
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sustanciación del proceso, antes y después de la venta. Afirmó que una vez firme

ello, quedaba perfeccionada la venta. Respecto de los terceros. señaló que ellos

también poseían tiempos procesales para reclamar sus derechos y que podían

aparecer situaciones posteriores. Destacó que lo fundamental era dictar la

escritura, a través de escribano o eventualmente el propio juez y que se publique

en el registro inmobiliario.

Requirió el Dr. Cinto que exponga su opinión sobre el desalojo anticipado, qué

requisitos entendía debían cumplirse para su otorgamiento y que consideraba

debía entenderse cuando la ley exigía que se hubiera trabado la litis.

El postulante respondió que se trataba de un instituto reciente en el régimen

procesal y que le parecía atinado. En cuanto a los requisitos a exigir, afirmó que el

interesado debía acreditar su dominio, que existe un contrato de locación y un

derecho a solicitar la devolución del inmueble. Señaló que sería como una cautela.

Respecto al requisito de la traba de la litis, manifestó que ello se entendía en

función del derecho de defensa en juicio y que debía escucharse previamente a

quien había sido demandado antes de adoptar el juez la decisión de hacer lugar o

no al desalojo anticipado. Afirmó que era preciso notificar al demandado para

respetar las normas del debido proceso.

El Dr. Sánchez pidió su opinión respecto de los fundamentos jurídicos del fallo de

la Corte Suprema por el cual se habilitó la reelección del gobernador

El aspirante señaló que los fundamentos jurídicos eran atendibles y fundados en

derecho. En cuanto a su opinión personal, afirmó que no estaba de acuerdo y que

como objeciones se podían señalar en primer lugar que había existido un primer

periodo de gobierno que no podía soslayarse a pesar de la cláusula constitucional.

Hizo referencia a los principios constitucionales de gobierno democrático,

representativo y republicano y a la renovación periódica de los mandatos.

Una vez finalizada la entrevista, se agradeció por Presidencia la presencia del

concursante, quien se retiró de la sala.

Seguidamente se invitó a ingresar a la sala de reuniones la Dra. María Amalia

Barrionuevo. Luego de dársele la bienvenida y de explicar la modalidad de la

entrevista por parte de la Presidencia, los señores Consejeros comenzaron a

efectuarle distintas preguntas.

La señora Consejera Dra. Mirtha Ibáñez quien preguntó respecto de la subasta

judicial, consultándole en la hipótesis que fuese designada como juez cuándo

entendería logrado el perfeccionamiento de la venta a través de la subasta para

lograr la oponibilidad del acto respecto de las partes y de terceros y hasta donde

consideraba que debía intervenir controlando el proceso.

La aspirante afirmó que una vez realizado el remate, debía ser aprobado a los fines

de dar por concluido y perfeccionada la subasta. —
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El Dr. Correa pidió que exprese cómo sería su actuación frente a los amparos a la

simple tenencia.

La Dra. Barrionuevo destacó que los amparos rurales se regían por la lev de la

Justicia de paz lega y que venían en consulta al juzgado de documentos: los¡jueces

del fuero debían controlar los requisitos del art. 40 y que si bien era una medida

policial inaudita parte, consideraba conveniente que se implemente este tipo de

procesos por la vía sumarísima de manera similar a los amparos urbanos para que

se cumpla el debido proceso legal.

Requirió el Dr. Cinto que exponga su opinión sobre el desalojo anticipado, qué

requisitos entendía debían cumplirse para su otorgamiento y que consideraba

debía entenderse cuando la ley exigía que se hubiera trabado la litis.

Respondió la participante que el desalojo anticipado era una medida cautelar

anticipatoria donde se pretendía una sentencia anticipada. Afirmó que por ello la

ley establecía una serie de requisitos, a los que enumeró, que indefectiblemente
debían cumplirse, En cuanto al recaudo de la traba de la litis, afirmó que existían

dos posturas distintas al respecto y que se inclinaba por analizar el caso concreto y

observar la verosimilitud del derecho.

Una vez finalizada la entrevista, se agradeció por Presidencia la presencia de la

concursante, quien se retiró de la sala.

En última instancia, se invitó a la Dra. María Cecilia Menéndez a ingresar a la

sala de reuniones para dar comienzo con la etapa de entrevistas. Luego de dársele

la bienvenida, los señores Consejeros comenzaron a efectuarle distintas preguntas.

La señora Consejera Dra. Mirtha Ibáñez quien preguntó respecto de la subasta

judicial, consultándole en la hipótesis que fuese designado como juez cuándo

entendería logrado el perfeccionamiento de la venta a través de la subasta para

lograr la oponibilidad del acto respecto de las partes y de terceros y hasta donde

consideraba que debía intervenir controlando el proceso.

La Dra. Menéndez respondió que existía la posibilidad de que se planteen

tercerías en el proceso y que. en tal caso, la subasta del inmueble no podía ser

realizada hasta tanto aquellas fuesen resueltas, previo análisis del cumplimiento

por parte del tercerista de los recaudos legales. Afirmó que la venta a través de la

subasta se consideraba perfeccionada una vez que se hubiera realizado el depósito

del precio y que se hubieran cumplido todos los requisitos legales y transcurridos

los plazos legales para que quede firme el acto. En cuanto al efecto erga omnes,

señaló que ella se daba con la publicidad y que debía inscribirse la venta en el

registro inmobiliario.

Requirió el Dr. Cinto que exponga su opinión sobre el desalojo anticipado, qué

requisitos entendía debían cumplirse para su otorgamiento y que consideraba

debía entenderse cuando la ley exigía que se hubiera trabado la litis. 1 :
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La concursante señaló que el desalojo anticipado procedía cuando se tratase de

una intrusión, por falta de pago o por incumplimiento de contrato: enumerá los

requisitos legales para su procedencia. En cuanto al momento de la traba de litis.

manifestó que ello se daría cuando se hubiese vencido el plazo para contestar la

demanda. Afirmó que como juez debía analizar si dentro de las defensas que pudo

oponer el demandado en caso de contestar si existía algún impedimento para la

concesión de la medida cautelar de desalojo anticipado. En el supuesto de haberse

opuesto excepciones, destacó que debía el juez estar a las circunstancias concretas

del caso considerando los plazos de resolución que ellas implicaban, y la situación
del actor.

El Dr. Correa preguntó si al frente del cargo utilizaría la herramienta de la

mediación en causas anteriores al mes de mayo de 2011.

Afirmó la entrevistada que la mediación podía ser propuesta de oficio por el juez
en cualquier etapa del proceso, inclusive en aquellas causas prontas a dictarse

sentencia. Destacó las ventajas de la herramienta, en particular en causas de poco

monto, en los juicios de desalojo.

El Dr, Gandur pidió que exprese si -a su criterio- el poseedor con boleto podía

reclamar el desalojo por intrusión.

Efectuó una distinción la entrevistada, respecto de la inscripción del boleto en el

registro inmobiliario. Afirmo que tenía legitimación en la medida en que pudiese

el poseedor acreditar la posesión del inmueble, y que también tenía la posibilidad

de plantear un amparo a la simple tenencia.

Dándose por finalizada la entrevista, se agradeció por Presidencia la presencia de

la concursante, quien se retiró de la sala.

Finalmente, respecto de la puntuación a otorgar a los postulantes entrevistados en

el marco del concurso Nro. 32 para la cobertura de un cargo vacante de Juez de

Primera Instancia en lo Civil en Documentos y Locaciones de la 1? Nominación

del Centro Judicial Concepción, luego de un intercambio de opiniones se procedió

a efectuar la votación, la que arrojó el siguiente resultado:

Entrevistado Puntaje

1. DÍAZ CRITELLI, ADRIÁN MARCELO RAÚL 7,50

2. BARQUET, MARÍA TERESA 7,50

3. MOCKUS, IVANA JACQUELINE ELIZABETH 7.50

4. FAJRE, MYRIAM GISELA FÁTIMA 7.50

5. SANTANA ALVARADO, ROBERTO RAMÓN 6

6. GARCÍA ZAVALÍA, RAFAEL ALFREDO 6

7. BARRIONUEVO. MARÍA AMALIA -

8. MENÉNDEZ. MARÍA CECILIA 7
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Por todo lo expuesto, en virtud de los puntajes obtenidos por los postulantes en el

trámite del concurso Nro. 32 para la cobertura de un (1) cargo de Juez de Primera

Instancia en lo Civil en Documentos y Locaciones de la Il? Nominación del Centro

Judicial Concepción, de acuerdo a la escala fijada legal y reglamentariamente, la

calificación total de los concursantes asciende a:

Postulante Puntaje

1. DÍAZ CRITELLI, ADRIÁN MARCELO RAÚL 76,50
2. BARQUET, MARÍA TERESA 70,50

3. MOCKUS, IVANA JACQUELINE ELIZABETH 70,50

4. FAJRE, MYRIAM GISELA FÁTIMA 70,50

5. SANTANA ALVARADO, ROBERTO RAMÓN 67,00

6. GARCÍA ZAVALÍA, RAFAEL ALFREDO 64,00

7. BARRIONUEVO, MARÍA AMALIA 64,50

8. MENÉNDEZ, MARÍA CECILIA 63,50

Como consecuencia de los puntajes obtenidos por los participantes en las tres

etapas concursales, por Secretaría se dio lectura al orden de mérito definitivo

resultante en el concurso en cuestión, el que quedó conformado de la siguiente

manera y que en este acto se aprueba por los señores Consejeros presentes:

Orden de mérito definitivo:

1. DÍAZ CRITELLI, ADRIÁN MARCELO RAÚL 76,50

2. BARQUET, MARÍA TERESA 70,50

3. MOCKUS, IVANA JACQUELINE ELIZABETH 70,50

4. FAJRE, MYRIAM GISELA FÁTIMA 70,50

5. SANTANA ALVARADO, ROBERTO RAMÓN 67,00

6. BARRIONUEVO, MARÍA AMALIA 64,50

7. GARCÍA ZAVALÍA, RAFAEL ALFREDO 64,00

8. MENÉNDEZ, MARÍA CECILIA 63,50

Se acordó notificar a los postulantes a los fines previstos en el art. 45 del

Reglamento Interno y proceder a su publicación en Boletín Oficial y en un diario

de amplia circulación a fin de que la ciudadanía pueda volcar opiniones sobre los

postulantes seleccionados, conforme el art. 101 inciso 5 de la Constitución de la

Provincia.

Sin otro tema más que tratar, se da por finalizada la sesión.

Se convoca en este acto. quedando notificados los Sres. Consejeros. a la próxima

sesión ordinaria a realizarse el día Martes 30 de Agosto del corriente a hs. 17.0%

en la sede habitual de la H. Legislatura. Se fija como orden del día aquellas
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cuestiones que han quedado pendiente de tratamiento en la presente sesión. sin

perjuicio de las que merezcan introducirse a propuesta de Presidencia o de los
Sres. Consejeros, de acuerdo a lo establecido en el Reglamento Interno.

Siendo horas 12,30 se da por finalizada la reunión, suscribiendo de conformidad
la presente acta los Sres. Consejeros presentes.


